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Escritura 

 

Panel integrado por su presidente el Juez Ramírez 

Nazario, el Juez Candelaria Rosa y el Juez Cancio 

Bigas. 

 

Cancio Bigas, Juez ponente 

 

 

RESOLUCIÓN 

 En San Juan, Puerto Rico, a 30 de diciembre de 

2019.  

Comparece ante nosotros mediante recurso de 

Certiorari, presentado el 25 de marzo de 2019, la 

señora Lissette Delgado Ayala (en lo sucesivo señora 

Delgado Ayala o peticionaria) y nos solicita la 

revisión y revocación de una Resolución emitida por el 

Tribunal de Primera Instancia, sala de Caguas, el 30 

de enero 2019, notificada el 4 de febrero de dicho 

año, declarando sin lugar una moción de sentencia 

sumaria que la peticionaria presentara el 1 de 

noviembre de 2018. La Moción de Reconsideración, 

presentada el 19 de febrero de 2019, fue declarada “No 

Ha Lugar” el día 20 y notificada el 21 de febrero de 

2019. Los recurridos han comparecido oponiéndose al 

recurso presentado. 
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Por los motivos que a continuación se expresan, 

denegamos expedir el auto solicitado. 

I. 

El señor Kelvin Rosa Vélez y su esposa, Ángela 

Nieves Serrano (en lo sucesivo recurridos, parte 

recurrida o demandantes) compraron una propiedad 

inmueble en el Barrio Sumidero de Aguas Buenas con una 

cabida registral de 4,365.2816 metros cuadrados. Ello 

luego que fueran a ver la propiedad acompañados de un 

corredor de bienes raíces quien se la mostró. 

Interesados en adquirir la propiedad, hicieron una 

oferta la cual fue aceptada, perfeccionándose la misma 

a través de un contrato de opción de compraventa 

suscrito por los recurridos, los vendedores y el 

corredor.  

Posteriormente, los recurridos consiguieron que la 

firma R&G Mortgage Corporation (hoy Scotibank), previo 

a ordenar levantar un plano de la propiedad a la firma 

LANT Surveyors Corp. (en adelante, LANT), concediera 

crédito a los demandantes para financiar la 

transacción cuyo precio era de $83,000.00. El plano 

levantado (plot plan) coincidió con la cabida 

registral de 4,365.2816 metros cuadrados. 

Eventualmente la transacción se cerró mediante el 

otorgamiento de las escrituras número 37 y 38 de 

compraventa e hipoteca, respectivamente, otorgadas 

ante la Notario Carmen del Pilar Rivera Fontánez el 27 

de febrero de 2010. La propiedad, según su descripción 

legal, aparece identificada en un plano de inscripción 

como la parcela 6-A y colindaba con la parcela 7-A de 

la peticionaria, por el Este. 
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Parece ser que luego de la adquisición de la 

propiedad, los recurridos empezaron a tener problemas 

con sus vecinos por razón de las colindancias. Fue 

entonces que los recurridos contrataron al Ingeniero 

Rafael Mojica Pérez (en adelante, Ingeniero Mojica 

Pérez) para que llevara a cabo una mensura de la 

propiedad. Como resultado de esta mensura, se concluye 

que la propiedad no se conformaba a la comprada por 

los recurridos y que el inmueble de la peticionaria, o 

parte de este, fue construido dentro de los terrenos 

vendidos a los recurridos. 

La demanda original se presentó en agosto de 2010. 

En la misma los recurridos reclaman como remedios, 

contra los demandados originales, el “derecho al 

saneamiento”, “la nulidad de las escrituras”, “y/o, 

rescisión del contrato de compraventa”, y “que se 

devuelvan las prestaciones”, “se […] reembolsen todos 

los gastos… incurridos para la obtención del préstamo 

hipotecario, el otorgamiento de las escrituras y todas 

aquellas sumas invertidas en mejoras de la […] 

propiedad”, “amortizaciones del préstamo, más sus 

intereses”.1 Además se reclaman daños y angustias 

mentales.2 Relata el Tribunal de Primera Instancia en 

la sentencia que, el 11 de marzo de 2013, los 

demandantes y recurridos presentaron Foro Primario una 

Moción Solicitando Inclusión de Partes y Expedición de 

Emplazamientos para incluir como parte demandada a la 

señora Delgado Ayala.3 Alegan, en síntesis, que la 

                                                 
1 Apéndice, pág. 240, Demanda, párr. 30 
2 Íd., párr. 32. 
3  Íd., pág. 252, (Resolución). La peticionaria no incluyó en el 
apéndice copia de esta Moción Solicitando Inclusión…, o documento 

que evidencie sus alegaciones en el pleito. 
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residencia de la señora Delgado fue construida dentro 

de los terrenos adquiridos por los recurridos.4  

Luego de múltiples incidentes procesales, el 1 de 

noviembre de 2018, la peticionaria presentó moción de 

sentencia sumaria. Alegó estar ajena a las alegaciones 

de la demanda original ya que no participa de la 

responsabilidad que pueda surgir de la compraventa de 

la propiedad inmueble por no haber sido parte de esta. 

También arguye que previo a las transacciones llevadas 

a cabo por los demandantes y la entidad hipotecaria, 

ya ella era propietaria de la parcela 7-A. Destaca 

además que de las escrituras otorgadas por los 

demandantes se desprende que la parcela colindante 

número 7-A es suya. Por tanto, arguye que los 

recurridos carecen de causa de acción en cuanto a 

ella.  

El 28 de diciembre de 2018 los recurridos 

replicaron la moción en solicitud de sentencia 

sumaria. Indicaron que la residencia de la codemandada 

enclava y ocupa una parte de los terrenos vendidos a 

ellos. Además, indican que la cabida de la propiedad 

que compraron siempre fue un factor determinante al 

momento de tomar la decisión de comprar. La moción de 

sentencia sumaria estuvo acompañada de las 

deposiciones de los recurridos, la demanda, el 

contrato de compraventa de la propiedad de la 

peticionaria, las dos escrituras otorgadas, el 

contrato de opción de compra, el plot plan, un 

requerimiento de admisiones y su contestación.5   

                                                 
4 Íd. 
5 No se incluyó con el apéndice del recurso ni con la oposición a 

la misma copia de la moción en oposición o réplica a la solicitud 

de sentencia sumaria y la deposición del Ingeniero Pérez.   
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El Trbunal de Primera Instancia, luego de evaluar 

las mociones, encontró, entre otros, que los 

siguientes hechos no estaban controvertidos: 

[. . . .] 

 

2.La aludida propiedad inmueble que es el 

eje central de esta causa de acción cuenta 

con una descripción registral como sigue: 

 

“Rústica: Parcela identificada en el plano 

de inscripción con el número y la letra 

seis-A (6-A), radicada en el Barrio 

Sumidero del término municipal de Aguas 

Buenas, Puerto Rico, con una cabida 

superficial de 4,365.2816 metros 

cuadrados, en lindes con el NORTE con la 

parcela 3-A de Pedro López; por el SUR, 

con camino público, por el ESTE, con 

parcela 7-A de Lissette Delgado y solar 

segregado de Juan Delgado; y por el OESTE 

con camino de uso público”. 

3.[…] 

4.Los demandantes habían conseguido una pre-

aprobación de RG Premier Bank para un 

préstamo| hipotecario por la suma de 

$83,000.00. 

 

5.Luego de ver el anuncio hicieron las 

gestiones con Rodríguez & Rodríguez Realty, 

compañía de corredores de bienes raíces, 

para visitar la propiedad y que le fuera 

mostrada. 

 

6.La visita a la propiedad fue un sábado a 

finales del año 2009 y estuvieron presentes 

ambos demandantes y el realtor Nelson 

Rodríguez. La vendedora (Luz María Valdez 

Ortiz) estaba en la residencia, pero no 

participó del recorrido. 

 

7.Al visitar la propiedad puesta a la venta 

para inspeccionarla los Demandantes no 

recorrieron los puntos de las colindancias 

ni vieron donde estaban establecidos. 

 

8. Al visitar la propiedad por primera vez 

el señor Rosa Vélez observó “dos 

estructuras, la casa del señor Rubén Torres 

Guadalupe y la señora Lissette Delgado”. 

 

9.Previo a la compraventa de la propiedad en 

controversia la codemandante Ángela M. 

Nieves Serrano conocía de la existencia de 

la propiedad de la codemandada Lissette 

Delgado Ayala. 

 

10.Previo a la compraventa los Demandantes 

no indagaron sobre los colindantes ni 
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acudieron personalmente a dialogar con 

éstos, tampoco le preguntaron a la Vendedora 

sobre las dimensiones de la propiedad. 

 

11.[…] 

 

12. Tras visitar la propiedad y conocer que 

la extensión de terreno era de 4,365 metros 

cuadrados los demandantes mostraron interés 

en comprarla, hicieron su oferta por 

$83,000.00 y se marcharon del lugar. 

13. Ese mismo día de la visita a la 

propiedad, en horas de la tarde, el 

demandante recibió una llamada del Rcaltor 

Nelson Rodríguez en la cual se le indicó que 

la vendedora había aceptado su oferta. 

14. En la llamada el Rcaltor Nelson 

Rodríguez le requirió al codemandante que 

pasara por su oficina y 

llevara la suma de $2,000.00 para firmar el 

Contrato de Opción a Compraventa. 

 

15.El contrato de opción de compraventa fue 

firmado por las partes (Kelvin M. Rosa 

Vélez, Ángela Nieves Serrano, Luz María 

Valdez Ortiz y el Realtor Nelson Rodríguez) 

el 3 de enero de 2010. 

 

16. La señora Delgado no formó parte del 

contrato de opción de compraventa suscrito 

por los Demandantes, la Vendedora y el 

Realtor. 

 

17. El demandante expresó en su deposición 

que el precio de $83,000.00 acordado 

correspondía a los 4,365 metros cuadrados 

del terreno en conjunto con la casa allí 

enclavada. 

 

18. Después de firmar el contrato de opción 

de compraventa el demandante acudió a las 

oficinas de RG en Cayey para informar que 

había opcionado la propiedad en controversia 

y darle curso al proceso de 

financiamiento. 

 

19.Posteriormente y como parte del 

procedimiento del financiamiento, RG le 

solicitó al demandante que 

pagara la suma de $550.00 para propósitos de 

la mensura del terreno. 

 

20. El 18 de enero de 2010 el codemandado 

LANT Surveyors Corp. preparó un “Plot Plan” 

en relación con la propiedad adquirida por 

los demandantes. 

 

21.Del plot plan surge que la propiedad 

opcionada por los Demandantes cuenta con una 

cabida de “LOT AREA: 4,365.2816 SQ.MTS.” y 
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que colinda ‘‘al este con la parcela 7-A” de 

la señora Lissette Delgado Ayala.  

 

22.El 27 de febrero de 2010 se otorgó ante 

la Notario Público Carmen Del Pilar Fontánez 

la Escritura Núm. 37 de COMPRAVENTA en la 

cual se recoge el negocio jurídico mediante 

el cual los demandantes adquirieron la 

propiedad inmueble identificada con el 

número y la letra seis-A (6-A), radicada en 

el Barrio Sumidero del término municipal de 

Aguas Buenas. 

 

23.La propiedad objeto de este litigio fue 

financiada por los demandantes mediante un 

préstamo hipotecario otorgado por RG Premier 

Bank. Este negocio jurídico quedó recogido 

en la Escritura Núm. 38 de PRIMERA HIPOTECA, 

otorgada el 27 de febrero de 2010 ante la 

Notario Público Carmen Del Pilar 

Fontánez. 

 

24. Ambas escrituras (COMPRAVENTA y PRIMERA 

HIPOTECA) indican que la propiedad en 

cuestión, la cual es objeto de esta 

controversia, cuenta con una cabida de 4,365 

metros cuadrados. 

 

25.El señor Rosa Vélez declaró en su 

deposición que de las escrituras y del plot 

plan surgía de que la cabida de la propiedad 

en controversia es de 4,365 metros 

cuadrados. 

 

26.Surge de las alegaciones de la Demanda 

que durante el mes de agosto de 2010 y luego 

de adquirida la propiedad en controversia, 

ante ciertas disputas de colindancias con 

sus vecinos los Demandantes decidieron 

contratar al Ingeniero Mojica Pérez para que 

realizara una mensura de su propiedad. 

 

27.El señor Rosa Vélez le solicitó al 

Ingeniero Mojica Pérez que le tirara los 

puntos porque quería estar seguro de donde 

estaban los puntos y le llevó unos planos 

adquiridos en el Registro de la Propiedad 

para que los utilizara como referencia. 

 

28. El señor Rosa Vélez le indicó al 

Ingeniero Mojica Pérez que había comprado 

una propiedad y quería establecer los puntos 

de esta. La razón que le dio para esta 

gestión era que no sabía dónde estaban sus 

puntos. 

 

29.Para que el Ingeniero Mojica Pérez 

realizara su trabajo el señor Rosa Vélez le 

enseñó la escritura de compraventa. 

 

30.A ruegos del señor Rosa Vélez el 

Ingeniero Mojica Pérez preparó un plano. 
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31.El Ingeniero Mojica Pérez expresó en su 

deposición que con el plano que preparó no 

se pueden aclarar las dudas que han surgido 

sobre dónde van los puntos y hasta donde 

llegan las colindancias de los terrenos en 

controversia. 

 

32.El 16 de diciembre de 1989 la señora 

Delgado en unión a Don Juan Carlos Machuca 

Mejías adquirieron mediante compraventa una 

parcela con una descripción registral: 

Solar con un área superficial de Quinientos 

metros cuadrados (500 m/c) y en lindes por 

el Norte con la finca principal la cual se 

segrega, por el Sur con camino público, por 

el Este con Juan Delgado Pérez y por el 

Oeste con Nemesio Cotto Gómez. 

33.La parcela adquirida por la señora 

Delgado fue segregada de la finca principal 

identificada como la parcela 6-A.6 

 

El Foro Primario resolvió entonces que había 

controversias de hechos que ameritaban la celebración 

del juicio en su fondo. Expresó en la Resolución 

recurrida que los siguientes hechos estaban en 

controversia: 

a) La ubicación de los puntos de 

colindancia de la parcela 6-A adquirida 

por los Demandantes. 

 

 b) Por donde discurren los linderos de la 

parcela 6-A. 

 

 c)   Si la señora Delgado está ocupando  

  terrenos pertenecientes a la parcela 6ª 

      propiedad de los Demandantes. 

 

d)  Por donde discurren los linderos de la 

parcela 7-A perteneciente a la señora 

Delgado. 

 

e)  Si la señora Delgado ha privado a los 

Demandantes del uso y disfrute de una 

porción de sus terrenos.7 

 

En función de las determinaciones de hechos 

antes esbozadas, procedemos a establecer lo 

siguiente: 

ASUNTOS LITIGIOSOS 

 

I.  Resulta necesario establecer con 

certeza donde ubican los puntos de 

colindancia y por donde discurren los 

linderos de la propiedad adquirida por los 

Demandantes. 

                                                 
6 Apéndice págs. 254-256. (Negrillas añadidas). 
7 Íd., pág. 256. 
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II. Resulta necesario establecer con 

certeza donde ubican los puntos de 

colindancia y por donde discurren los 

linderos de la propiedad adquirida por la 

codemandada Lissette Delgado Ayala que la 

distingue de la parcela 6-A perteneciente a 

los Demandantes. 

 

III. Debemos resolver si la señora Delgado 

está ocupando de forma exclusiva parte del 

terreno perteneciente a los Demandantes, 

privando a estos del uso y disfrute de su 

propiedad. 

 

IV. Debemos resolver si el presente caso es 

o no uno de deslinde y/o reivindicación de 

terrenos entre vecinos.8 

 

En virtud de estas determinaciones el Tribunal de 

Primea Instancia declaró sin lugar la moción de 

sentencia sumaria y la reconsideración de la 

recurrente. Inconforme, la peticionaria plantea como 

errores los siguientes: 

[…] Erró el Honorable Tribunal de Primera 

Instancia al no declarar con lugar la moción 

de sentencia sumaria parcial a favor de la 

codemandada-peticionaria Lissette Delgado 

Ayala, cuando los principales hechos 

pertinentes y materiales no fueron 

controvertidos por los demandantes-

recurridos… 

 

[…] Erró el Honorable Tribunal de Primera 

Instancia al no desestimar la acción 

presentada en contra de la codemandada-

peticionaria y determinar que debe resolver 

si el presente caso es uno de deslinde y/o 

reivindicación de terrenos entre vecinos 

para lo cual debe establecer los puntos de 

colindancia, por donde discurren los 

linderos y si ésta ocupa parte del terreno 

de los demandantes-recurridos.  

 

II. 

A. El Certiorari 

El Tribunal Supremo de Puerto Rico señaló que el 

auto de certiorari constituye “un vehículo procesal 

discrecional que permite a un tribunal de mayor 

jerarquía revisar las determinaciones de un tribunal 

                                                 
8 Íd. (Negrillas en el original). 
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inferior.” IG Builders et al. v. BBVAPR, 185 DPR 307, 

337-338 (2012); Pueblo v. Díaz de León, 176 DPR 913, 

917 (2009). Por discreción se entiende el “tener poder 

para decidir en una forma u otra, esto es, para 

escoger entre uno o varios cursos de acción.” García 

v. Asociación, 165 DPR 311, 321 (2005). La Regla 52.1 

de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 52.1, por su 

parte, delimita las instancias en que este foro habrá 

de atender y revisar mediante el recurso en discusión 

las resoluciones y órdenes emitidas por los tribunales 

de primera instancia. 

Aun cuando se cumpla el criterio expresado en la 

precitada Regla, es importante notar que el Certiorari 

como recurso discrecional está también regulado por el 

Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XX-

II-B. Así, con el fin de que podamos ejercer de una 

manera sabia y prudente nuestra facultad discrecional 

de entender o no en los méritos de los asuntos que son 

planteados mediante este recurso, nuestros oficios se 

encuentran enmarcados, a su vez, en la Regla 40 del 

Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. 

XXII-B, R. 40. Dicha regla dispone los criterios que 

debemos tomar en consideración para determinar la 

procedencia de la expedición de un auto de certiorari, 

estos son: 

A. Si el remedio y la disposición de la 

decisión recurrida, a diferencia de sus 

fundamentos, son contrarios a derecho. 

 

B. Si la situación de hechos planteada es la 

más indicada para el análisis del 

problema. 

 

C. Si ha mediado prejuicio, parcialidad o 

error craso y manifiesto en la 

apreciación de la prueba por el Tribunal 

de Primera Instancia. 
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D. Si el asunto planteado exige 

consideración más detenida a la luz de 

los autos originales, los cuales deberán 

ser elevados, o de alegatos más 

elaborados. 

 

E. Si la etapa del procedimiento en que se 

presenta el caso es la más propicia para 

su consideración.  

 

F. Si la expedición del auto o de la orden 

de mostrar causa no causan un 

fraccionamiento indebido del pleito y una 

dilación indeseable en la solución final 

del litigio. 

 

G. Si la expedición del auto o de la orden 

de mostrar causa evita un fracaso de la 

justicia. Íd. 

 

Siendo la característica distintiva para la 

expedición de este recurso la discreción conferida al 

tribunal revisor, el Tribunal Supremo de Puerto Rico 

ha dispuesto que de ordinario, no se intervendrá con 

el ejercicio de discreción de los tribunales de 

instancia, salvo que se demuestre que hubo un craso 

abuso de discreción, o que el tribunal actuó con 

prejuicio o parcialidad, o que se equivocó en la 

interpretación o aplicación de cualquier norma 

procesal o de derecho sustantivo, y que nuestra 

intervención en esa etapa evitará un perjuicio 

sustancial. IG Builders et al. v. BBVAPR, supra, pág. 

339; Zorniak Air Services v. Cessna Aircraft Co., 132 

DPR 170, 181 (1992); Lluch v. España Service Sta., 117 

DPR 729, 745 (1986). 

Por otra parte, es norma asentada que los 

tribunales de instancia gozan de amplia discreción 

para pautar y conducir la tramitación de los 

procedimientos ante su consideración. In re-Collazo I, 

159 DPR 141, 150 (2003); Vives Vázquez v. ELA, 142 DPR 

117, 141-142 (1996); Molina Avilés v. Supermercado 
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Amigo, Inc., 119 DPR 330, 337 (1987). Los jueces de 

instancia deben contar con una gran flexibilidad y 

discreción para trabajar con el diario manejo y 

tramitación de los asuntos judiciales, lo que 

garantiza un funcionamiento efectivo de nuestro 

sistema judicial y la más rápida disposición de los 

asuntos litigiosos requieren. In re-Collazo I, supra, 

págs. 150-151; Pueblo v. Vega, Jiménez, 121 DPR 282, 

287 (1988).  

Lo anterior presupone que los jueces de instancia 

tengan poder y autoridad suficiente para conducir los 

asuntos litigiosos ante su consideración y para 

aplicar correctivos apropiados, según indique su buen 

juicio, discernimiento y su sana discreción. Pueblo v. 

Vega, Jiménez, supra, pág. 287; Ortiz Rivera v. 

Agostini, 92 DPR 187, 193-194 (1965). De manera, que 

si la actuación del foro recurrido no está desprovista 

de base razonable ni perjudica los derechos 

sustanciales de las partes, deberá prevalecer el 

criterio del juez de primera instancia a quien le 

corresponde la dirección del proceso. SLG Zapata-

Rivera v. J.F. Montalvo, 189 DPR 414, 434-435 (2013); 

Sierra v. Tribunal Superior, 81 DPR 554, 572 (1959). 

B. La Moción de Sentencia Sumaria 

La Sentencia Sumaria “es un mecanismo procesal 

que provee nuestro ordenamiento para propiciar la 

solución justa, rápida y económica de controversias en 

las cuales resulta innecesario celebrar un juicio 

plenario”.  Meléndez González v. M. Cuebas, 193 DPR 

100, 109 (2015); Rodríguez Méndez, et al. v. Laser Eye 

Surgery Mgmnt. Of PR, 195 DPR 769, 784 (2016); Lugo 
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Montalvo v. Sol Meliá Vacation, 194 DPR 209, 225 

(2015); Oriental Bank v. Perapi, 192 DPR 7, 25 (2014); 

Nieves Díaz v. González Massas, 178 DPR 820, 847 

(2010). Es decir, acelera “la litigación de pleitos 

que no presenten genuinas controversias sobre hechos 

materiales”.9 J.A. Echevarría Vargas, Procedimiento 

Civil Puertorriqueño, 1ra ed. rev., San Juan, [Ed. del 

autor], 2012, pág. 36; SLG Zapata-Rivera v. J.F. 

Montalvo, 189 DPR 414, 430 (2013); Const. José Carro 

v. Mun. de Dorado, 186 DPR 113, 128 (2013) Padín v. 

Rossi, 100 DPR 259, 263 (1971); Roth v. Lugo, 87 DPR 

386, 393-395 (1963). Ello dado que permite a las 

partes, ya realizado el descubrimiento de prueba y 

contando con evidencia, “poder mostrar previo al 

juicio que […] no existe una controversia material de 

hecho que deba ser dirimida en un juicio plenario y, 

por lo tanto, el tribunal está en posición de 

aquilatar precisamente esa evidencia para disponer del 

caso ante sí”. Rodríguez Méndez, et al. v. Laser Eye 

Surgery Mgmnt. Of PR, supra, págs. 784-785.   

El Tribunal Supremo establece que procede dictar 

sentencia sumaria si las alegaciones, deposiciones, 

contestaciones a interrogatorios y admisiones 

ofrecidas, en unión a las declaraciones juradas y 

alguna otra evidencia si las hubiere, acreditan la 

inexistencia de una controversia real y sustancial 

respecto a algún hecho esencial y pertinente y, 

además, si el derecho aplicable así lo justifica. SLG 

Zapata-Rivera v. J.F. Montalvo, supra, pág. 430; Véase 

                                                 
9 Un hecho material es “aquel que puede afectar el resultado de la 

reclamación de acuerdo con el derecho sustantivo aplicable”. 

Meléndez González v. M. Cuebas, supra, pág. 110; Ramos Pérez v. 

Univisión, 178 DPR 200, 213 (2010) (Citas omitidas); Mun. de 

Añasco v. ASES et al., 188 DPR 307, 326 (2013).  
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Lugo Montalvo v. Sol Meliá Vacation Club, supra,   

pág. 225 (2015); Oriental v. Perapi et al., supra, 

pág. 25. Resolvió también el Más Alto Foro que 

“[c]onsecuentemente, se permite disponer de asuntos 

pendientes ante el foro judicial sin necesidad de 

celebrar un juicio, ya que únicamente resta aplicar el 

derecho a los hechos no controvertidos”. Íd.; Const. 

José Carro v. Mun. Dorado, supra, pág. 130; Mejías et 

al. v. Carrasquillo et al., supra, pág. 299; Abrams 

Rivera v. ELA, 178 DPR 914, 934 (2010); Nieves Díaz v. 

González Massas, 178 DPR 820, (2010). 

 Sin embargo, para que una Moción de Sentencia 

Sumaria proceda, debe presentarse conforme disponen la 

Regla 36 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, y la 

jurisprudencia de nuestro Tribunal Supremo. El 

promovente tendrá que desglosar en párrafos 

debidamente enumerados aquellos hechos en los cuales 

“aduce que no existe una controversia sustancial […] 

y, para cada uno de ellos, especificar la página o el 

párrafo de la declaración jurada u otra prueba 

admisible en evidencia que lo apoya”. SLG Zapata 

Rivera v. J.F. Montalvo, supra, pág. 432; Regla 

36.3(a)(4) de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V,     

R. 36.3(a)(4). Dicho de otro modo, la parte promovente 

deberá “establecer su derecho con claridad […] [y] que 

no existe controversia sustancial o real en cuanto a 

algún hecho material, es decir, en cuanto a ningún 

componente de la causa de acción”. Meléndez González 

v. M. Cuebas, supra, pág. 110; Mun. de Añasco v. ASES 

et al., supra, 326. Quien se oponga a la solicitud de 

Sentencia Sumaria deberá “citar específicamente los 

párrafos según enumerados por el promovente que 
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entiende están en controversia y, para cada uno de los 

que pretende controvertir, detallar la evidencia 

admisible que sostiene su impugnación con cita a la 

página o sección pertinente”. SLG Zapata Rivera v. 

J.F. Montalvo, supra, pág. 432. No seguir las 

directrices antes enumeradas puede incidir en que el 

tribunal, dentro de la discreción que le conceden 

tanto las Reglas de Procedimiento Civil como la 

jurisprudencia, no tome en cuenta su intento de 

impugnación. Íd., pág. 433. La parte opositora podrá 

también “someter hechos materiales que alegadamente no 

estén en disputa y que impiden que se dicte sentencia 

sumaria”. Íd., pág. 432. Para ello deberá “enumerarlos 

en párrafo separados e indicar la pieza evidenciaría 

que los apoya con referencia específica al fragmento 

en que descansa cada aserción”. Íd.; Regla 36.3(b)(3) 

de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 36.3(b)(3). 

 Con lo anterior en mente y habiendo considerado 

la posición y alegatos de ambas partes, resolvemos.   

III. 

La peticionaria sostiene que basado en los hechos 

determinados como incontrovertidos por el Foro 

Primario, este debió declarar con lugar la moción de 

sentencia sumaria. Ello, porque la señora Delgado 

Ayala no fue parte ni tuvo que ver con la compraventa 

de la propiedad y porque ella vivía en su propiedad 

desde antes que los recurridos compraran su solar. Sin 

embargo, esto no resuelve las controversias en su 

totalidad en cuanto a ella, en vista de que esta 

alegado que parte de su propiedad invade la de los 

recurridos. Sobre esta controversia las 

determinaciones del Tribunal de Primera Instancia no 
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son concluyentes ya que la prueba documental que 

acompaña la moción de sentencia sumaria y su oposición 

no han podido determinar los linderos precisos de la 

propiedad comprada por aquellos, fundamental para 

poder establecer la cabida del solar que según las 

escrituras de compraventa e hipoteca otorgadas por los 

recurridos tiene 4,365 metros cuadrados.   

Hemos examinado cuidadosamente el recurso 

presentado por la peticionaria. Aunque el caso plantea 

varias controversias con respecto al negocio jurídico 

efectuado por los recurridos y con respecto a la 

titularidad de la propiedad que les fue vendida,  

surge de la deposición del perito ingeniero de los 

recurridos, que sirve de base al Tribunal de Primera 

Instancia para su relación de hechos que, aún del 

plano de mensura levantado, no puede determinarse 

dónde comenzaba su terreno en contraposición al de la 

peticionaria. Los recurridos alegaron que al mudarse 

tuvieron diferencias con los vecinos al proponerse 

hacer mejoras a la propiedad. La ausencia de claridad 

sobre los linderos del terreno de los recurridos o de 

la peticionaria incide sobre la titularidad y 

colindancias y requiere la presentación de prueba para 

dilucidarlo. Los demandantes sostienen que la 

propiedad de la peticionaria está en el terreno que 

los recurridos compraron. Nos parece, al igual que lo 

determinó el Foro Primario que hay controversias de 

hechos que requieren ser esclarecidas en juicio 

plenario, o al menos previo a poder hablar de una 

desestimación en cuanto a la peticionaria.  

En vista de la conclusión a la que llegamos, 

creemos que en esta etapa del caso no debemos 



 
 

 
KLCE201900378    

 

 

17 

intervenir con la resolución del Foro Primario y 

permitir que el caso se dilucide en su fondo. Por esta 

razón, a la luz del criterio contenido en la Regla 40 

(E) del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, supra, 

determinamos denegar la expedición del auto 

solicitado, ya que la etapa del procedimiento en que 

se presenta el caso no es la más propicia para su 

consideración, y no percibimos que el Tribunal de 

Primera Instancia actuara arbitrariamente, o que haya 

mediado error de derecho, prejuicio o parcialidad o 

que se causa un fracaso a la justicia por esperar la 

dilucidación del caso en sus méritos. Íd. 

IV. 

Por lo anterior, denegamos la expedición del 

recurso. 

Notifíquese. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones. 

 

 

 

 

LCDA. LILIA M. OQUENDO SOLÍS 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


